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JUZGADO PRIMERO LIQUIDADOR DE CAUSAS PENALES DE
crRCUTro DEL pRTMER crRcurro JUDTcTAL on pRNan¡Á.
Panamá, tres (o3) de abril de dos mil veinticinco (zoz5).

SENTENCIA CONDENATORIA No.3r

VISTOS:

Concluido el trámite propio de la instancia con la celebración de la

audiencia, procede este Tribunal a dictar sentencia en el proceso penal seguido

A BELGIS ELIAZER CASTRO JAÉN, CÉSAR LUCIANO CORDERO

MENOTTI, GLENIS ELIZABETH GARCÍA MARTÍNEZ DE

MIRANDA, GRICEL VIRGINIA NAVARRO FLORES Y MARIO DE

JESÚTS REYES ULLOA POT CI dCIitO CONTRA I.A ADMINISTRACIÓN

P(IBLICA, en Ia modalidad de "Diferentes Formas de Peculado".

El Ministerio Público está a cargo de Ia Fiscalía Anticorrupción de

Descarga del Primer Circuito Judicial de Panamá, representada por Ia

Licenciada María Araú2. Se tiene al Licenciado Luis Aparicio Reyes como

querellante. Por su parte, la defensa particular de BELGIS CASTRO JAÉN está

a cargo del LICDO. CARLOS CARRILLO; la señora GLENIS GARCÍA otorgó

poder en acto de audiencia al LICDO. ADOLFO PITTÍ; et señor CESAR

CORDERO MENOTII estuvo representado judicialmente por la LICDA. AIDA

JURADO; la defensora pública LICDA. SILVIA ASPRILI/. representó a Ia

señora GRICEL NAVARRO y la LICDA. ROSARIO GRANDA DE BRANDAO

ejerció la representación oficiosa de MARIO REYES.

ANTECEDENTES

PRIMERO: La Ex Contralora General de la República, GIOCONDA TORRES
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DE BIANCHINI (q.e.p.d.), a través de Nota No z,8Io-/DINAG-DESAFPF de

fecha z de diciembre de zott, remite Informe de Auditoría Especial No. 85-

II7-2ILI/DINAG-DESAFPF de fecha ro de marzo de zoto, confeccionado por

la Contraloría General de la República *REIACIONADO COiV EL

CUMPLIMIENTO DE LOS CONTRATOS CELEBRADOS CON EL

MINISTEIf,.IO DE EDUCACIÓN PARA IA, REIIABILITACIÓN DE IAS

ESCUEI,AS CON FIBNá DE WDRIO UBICADAS BN LA PROWNCIA

DE IIEP^RERA", durante el peúodo del r de enero de zoo4 al 3o de abril de

zoo8. (fs. r-rzro)

En nota de ro de marzo de zoro la Licda. GIOCONDA TORRES DE

BIANCHINI (q.e.p.d.), indicó que la referida auditoúa fue autorizada por el ex

Contralor General CARLOS A. VALLARINO R., mediante Resolución

Núm.243-zoo8/DAG de rz de mayo de zoo8, y consistió en el análisis de la

documentación contenida en los expedientes de los contratos, de los pagos

realizados a los contratistas y la confección de certificaciones en campo,

aunado a la inspección fisica de 87 planteles educativos de dicha región,

realizada en coordinación con funcionarios de la Dirección Nacional de

Ingeniería de la Contralaría General de la República. Agregó que como

resultado del examen se determinó incumplimiento de lo establecido en los

Contratos No. O-r4o-2oo7, O-tgz-zoo7, o-L6-zoo8 y o-r8-zoo8, consistentes

en trabajos no realizados por los contratistas. (v.f.rr5o-1r57)

SEGUNDO: En atención a lo anterior, la otrora FiscalÍa Primera

Anticorrupción de la Procuraduría General de la Nación aprehendió el

conocimiento de la causa y declaró la apertura de la investigación mediante

diligencia de fecha zr de diciembre de zorr. (fs. rzrr)

TERCERO: La Agencia de Instrucción dispuso en resolución sumarial de

fecha B de junio de 2oL2, receptarle declaración indagatoria a BELGIS
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CASTRO JAEN, CESAR LUCIANO CORDERO MENOTTI, GLEMS

ELTzABETH GARCÍA MARTlr.¡nz nn MTRANDA, cRrcEL vIRGTNTA

NAVARRO FLoREs, MARro DE JEsus REYES uLLoA, rnN¡evrl¡g

SANTOS DE I.A CRUZ HURTADO HILL, LUIS ENRIQUE SEMPERO

CÓRDoBA, CRISTIAN AMADo BARAHoNA ESTRIBI, FERNANDo

ARTEMTo tópnz soro y AMTNTA MrLrxA pÉnnz BARRfA DE

PIMENTEL; por presuntos infractores de las disposiciones legales contenidas

en el Título X, Capítulo I, Libro II del Código Penal de 1982, es decir, por el

delito CONTRA I,A, ADMINISTRACIÓN PÚBLICA en la modalidad de

"Diferentes Formas de Peculado"; y por Ia presunta comisión del delito

CONTRA EL PATRIMONIO ECONÓMICO en Ia modalidad de "Estafa y otros

fraudes", tipiñcado en el Título IV, Capítulo [V, Libro II del Código Penal de

1982. (fs. úq$-ryoz)

CUARTO: Se presentó querella ante la Fiscalía de la Causa, por la Licenciada

Doris Valdés de Cargill, en representación de LUCY MOLINAR JAQUES,

Ministra de Educación durante dicho período, por el delito Contra la

Administración Pública; sustentando Ia querella en el Informe de Auditoúa

Especial N.o 85-oo7-zo1o-DINAG-DESAFPF de fecha to de marzo de zoto,

que determinó incumplimiento de los contratos, consistentes en trabajos no

realizados por los contratistas, lo que ocasionó un perjuicio económico por

noventa y nueve mil seiscientos cinco balboas con trece centavos

(B/ .99,6o5:i3) a los fondos del Ministerio de Educación.

Mediante resolución de fecha rz de junio de zorz, el Despacho

Instructor admitió Ia querella presentada. (fs. tTzz-t7z;)

QUINTO: La Fiscalía actuando emitió Vista Fiscal No. r8 del z8 de febrero de

2018, recomendando que al calificar el mérito legal del sumario, se dicte un

Auto de Llamamiento a Juicio en contra de BELGIS CASTRO JAÉ,N,
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CESAR LUCIANO CORDERO MENOTTI, GLENIS ELIZABETH

GARCÍA MARTfNEZ DE MIRANDA, GRICEL VIRGINIA NAVARRO

FLORES, MARIO DE JESUS REYES ULLOA, por presuntos infractores

del delito Contra la Administración Pública, (Diferentes formas de Peculado).

Del mismo modo, solicitó apefiura de causa criminal contra AMINTA

MILIXA PÉREZ BARRÍA DE PIMENTEL, FERNANDO ARTEMIO

LÓPEZ SoTo, CRISTIAN AMADo BARAHONA ESTRIBI,

BENJAMfN SANTOS DE LA CRUZ HURTADO HILL, Y LUIS

ENRIQUE SEMPERO CÓnOOne, por el delito Contra el Patrimonio

Económico (Estafa); ambos tipos penales contemplados en el Libro Segundo

del Código Penal de 1982.

Se recomendó un Auto de Sobreseimiento Definitivo en favor de LUIS

ARMANDO CALDERÓN RODRfGUEZ de los cargos formulados en su

contra. (fs. z9 4t-299r)

SEXTO: EI acto de Audiencia Preliminar se IIevó a cabo el día z6 de enero de

2021, donde la representante del Ministerio Público solicitó Auto de

Llamamiento a Juicio en contra de los sindicados; mientras que los defensores

peticionaron un sobreseimiento definitivo en favor de sus representados y

alegaron Ia prescripción de la acción penal. ('"{s.3r613r94)

Este Tribunal proñrió Auto Mixto No. or de fecha treinta y uno (3r) de

agosto de dos mil veintiuno (zozt), y abrió causa causa criminal contra

BELGIS ELIAZER CASTRO JAÉN, CESAR LUCIANO CORDERO

MENOTTI, GLENIS ELIZABETH GARCfA MARTÍNEZ DE

MIRANDA, GRICEL VIRGINIA NAVARRO FLORES y MARIO DE

JESÚS REYES ULLoA, por Ia presunta comisión del delito CONTRA LA

ADMTNTSTRACIÓN PÍTBLICA, tipiñcado en el Título x, Capítulo x del

Libro II del Código Penal de 1982, en la modalidad de "Diferentes formas de
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Peculado", hecho cometido en perjuicio del Ministerio de Educación. De los

cargos que se Ie formularon por el delito Contra el Patrimonio Económico

específicamente Estafa, tipificado en el Capítulo IV, Título IV, Libro Segundo

del Código Penal de r98z; se les sobreseyó proüsionalmente.

Igualmente, se dictó sobreseimiento proüsional en favor de AMINTA

PEREZ BARRfA DE PIMENTEL, FERNANDO LoPE.Z soTo,

CRISTIAN AMADO BARAHONA ESTRIBI, BENJAMÍN DE IA CRUZ

HT RTADO HILL y LUIS ENRIQUE SBMPERO CÓRDOBA por la

presunta comisión de los delitos CONTRA EL PATRIMONIO ECONÓMICO

(Estafa) y CONTRA LAADMINISTRACIÓN PÚBLICA (Peculado).

En Ia misma resolución, se declaró probado el incidente de nulidad

presentado por el Licenciado Fernando Peñuela en favor del señor LUIS

ARMANDO CALDERÓN RODRfGUEZ con cédula de identidad personal

No 6-5o-13r y se negó el Incidente de Prescripción presentado el Licenciado

ARIEL BALLESTEROS, en representación de la señora AMINTA MILIXA

PÉREZ BARRfA DE PIMENTEL.

SEPTIMO: El veintisiete (2il de enero de dos mil veintitrés (zoz3), se surtió

la audiencia ordinaria; los procesados CÉSAR LUCIANO CORDERO

MENOTTI, GLENIS ELIZABETH GARCIA MARTINEZ DE

MIRANDA, GRICEL VIRGINIA NAVARRO FLORES presentes en acto

de audiencia y el señor MARIO DE JESÚTS REYES ULLOA conectado vía

tecnológica (Zoom); a pregunta realizada, se declararon INOCENTES, respecto

a los cargos que le fueron formulados.

En cuanto al procesado BELGIS ELIAZER CASTRO JAÉN; su

procurador judicial, Licenciado Carrillo presentó Certificado Médico de

Incapacidad; por lo tanto se desarrolló el juicio bajo la presunción de su
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Al momento de practicar las pruebas ordinarias, el Licdo. Carlos Carrillo

desistió de las pruebas testimoniales de AMINTA PÉREZ BARRIA DE

PIMENTEL, FERNANDO LÓPEZ SOTO, CRISTIAN AMADO BARAHONA

ESTRIBI, BENJAMÍN DE LA CRUZ HURTADO HILL Y LUIS ENRIQUE

SEMPERO CÓRDOBA.

Se evacuaron las pruebas testimonios de los peritos JORGE IVALDY y

HERCILIA DE CORELI-A, auditores de la Contraloúa General de la República,

quienes fueron preguntados y repreguntados por la defensa, el querellante y la

representante del Ministerio Público.

La Licenciada Silvia Asprilla, presentó prueba extraordinaria consistente

en una nota de la Dirección Nacional de Recursos Humanos del Ministerio de

Educación, que señala que la señora GRICEL NAVARRO laboró como asesor 1

interino en la Sección Nacional de Ingeniería y Arquitectura de Panamá y

prestó sus servicios a partir del día r de junio del zoo8 hasta el día 14 de

febrero del zoro y esta nota tiene fecha del 9 septiembre del zozz.

Al correr el traslado, la agente ñscal y el querellante, manifestaron no

tener objeción a que se admita la prueba aportada; por lo tanto, se admite en

atención al artículo zz59 del Código Judicial, sin mayores argumentaciones.

En fase de alegatos, el Ministerio Público al igual que el querellante

solicitó una sentencia condenatoria para los señores BELGIS CASTRO, CÉSAR

CORDERO, MARIO REYES, GLENIS GARCÍA Y GRICEL NAVARRO, dC

acuerdo a lo establecido en el Título X, Capítulo I, Libro II del Código Penal de

1982, en calidad de autores del delito de Peculado en perjuicio del Ministerio

de Educación.

Por otra parte, el Licdo. Carlos Carrillo incidentó la Prescripción de la

Acción Penal por el vencimiento de término y pide que se interprete la Ley más
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favorable; también incidentó nulidad por el error cometido en el Auto de

Llamamiento a Juicio por el Capítulo X, Título X, cuando esa no es la figura

que corresponde.

El Licdo. Adolfo Pitti en representación de GLENIS GARCÍA solicitó que

se dicte Ia Prescripción de la Acción Penal por peculado culposo y no doloso, a

favor de la señora GLENIS GARCÍA; asimismo incidentó Ia Nulidad por Doble

Juzgamiento y l'ulneración del derecho a la defensa.

De consiguiente, la Licda. ñda Jurado, defensora particular de CESAR

CORDERO, se sumó a los Incidentes de Prescripción de la Acción Penal y de de

Nulidad por Doble Juzgamiento.

La Licenciada Silüa Asprilla, defensora de oficio de GRICEL NAVARRO,

solicitó la Nulidad del Auto Mixto No.r del 3r de agosto del 2021, donde se

llama a juicio a su representada por un delito Contra la Administración Pública

dentro del Capítulo X, Título X, Libro II del Código Penal de 1982, por no

haber sido dictado en debida forma y en consecuencia pide que se decrete la

Prescripción de la Acción Penal.

Finalmente, la Licda. Rosario Granda en representación de MARIO

REYES, se adhirió a los Incidentes de Prescripción de la Acción Penal y

Nulidad por Doble Juzgamiento.

Todos los miembros de la defensa solicitaron un fallo de carácter

absolutorio en favor de sus representados.

HECHOS PROBADOS

Con el Informe de Auditoría Especial No. 85-oo7-zoro/DINAG-

DESAFPF de fecha 10 de marzo de zoro, confeccionado por Ia Contraloría

General de la República "relactonado con el cumplimiento de los contratos
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celebrados con el Ministerio de Educación para Ia rehabilitación de las

escuelas confibra de uidrio ubicadas en la prouincia de Herrera", durante el

período del r de enero de zoo4 al 3o de abril de zooS; se determinó

incumplimiento de los contratos, consistentes en trabajos no realizados por los

contratistas, Io que ocasionó un perjuicio económico por noventa y nueve mil

seiscientos cinco balboas con trece centavos (B/.gq,6oS.rg) a los fondos del

erario público.

A este hecho resultaron ünculados los señores BELGIS ELIAZER

CASTRO JAÉN, CÉSAR LUCIANO CORDERO MENOT'II, GLENIS

ELIZABETH GARCÍA MARTÍNEZ DE MIRANDA, GRICEL VIRGINIA

NAVARRO FLORES Y MARIO DE JESÚS REYES ULLOA.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

PRIMERO:

INCIDENTE DE NULIDAD POR ERROR REI-ATIVO EN I-A

DENOMINACIÓN DEL DELITO.

EI Licenciado Carlos Carrillo en representación de BELGIS CASTRO

JAÉN, incidentó en acto de audiencia la nulidad por error en la denominación

del delito, toda vez que en el Auto Mixto No. r de fecha 31 de agosto de zozr, al

dictarse apertura a causa criminal se plasmó "Tltulo X, Capítulo X del Libro

II del Código Penal de t982" (u.f. szsS), cuando esa no es la figura que

corresponde.

Lo anterior, también fue incidentado por Ia Licenciada Silüa Asprilla, en

favor de GRICEL NAVARRO, alegando que el llamamiento a juicio no fue

dictado en debida forma.

Al examinar las incidencias presentadas, se desprende que las

disconformidades giran en torno al hecho que se declare la nulidad, por

haberse incurrido en la causal número 4 del artículo zzg4 del Código Judicial,
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es decir, error relativo en la denominación genérica del delito.

Cabe resaltar que esta causal concurre por ücios cometidos en el auto de

proceder, es decir, en el auto de llamamiento a juicio, dando una calificación

equivocada del tipo delictivo, al ubicar los hechos en una tipificación punitiva

distinta de Ia que en derecho corresponde, y cuando Ia conducta delictiva que

se ajusta a los hechos, sea competencia de un tribunal diferente del que calificó

el cuaderno sumarial. Sala Penal. (Sentencia de (tg) de junio de dos mil seis

(zot6).

Como se sabe, la garantía del debido proceso se infringe cuando se

desconocen trámites esenciales del mismo, cuya observancia es indispensable

para asegurar la adecuada o efectiva defensa de los derechos de cada una de las

partes, situación que no se da en el caso que nos ocupa, toda vez es eüdente

que Ia defensa de los procesados han utilizado los mecanismos y recursos

correspondientes para procurar una defensa idónea de sus patrocinados; pese

a ello, transcurrido el tiempo, presentan Incidente pretendiendo que se

declarare la nulidad de lo actuado, el cual es eüdentemente extemporáneo, en

atención a lo preceptuado en el artículo 7o1 del Código Judicial que establece

que todo incidente que acontezca durante el proceso, deberá promoverse tan

pronto como el hecho llegue a conocimiento de la parte respectiva; lo que se

traduce a que una vez llegue a conocimiento de la parte y ésta hubiera

practicado con posterioridad gestión, el incidente promovido deberá ser

rechazado de plano.

Ciertamente, la referida norma procesal advierte "...Salvo que se tratare

de un ücio que anule el proceso o de una circunstancia esencial para la

tramitación del mismo...", empero, no se colige que se ha infringido norma

alguna ni ha concurrido Ia causal de nulidad invocada, pues se ha asegurado Ia

oportunidad a todas las partes de ser oídas por las autoridades competentes y
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hacer valer los medios de pruebas pertinentes, con el ñn de defender sus

intereses; es de imperio no desconocer que en temas de nulidades, establece

claramente el artículo Z4r del Código Judicial aplicable a temas penales en

atención al artículo tg47 de la misma excerta legal que prospera cuando quien

lo solicite ha sufrido perjuicio procesal y como se ve en el caso que hoy nos

ocupa, el acto procesal que caliñca de irregular la defensa de los señores

BELGIS CASTRO y VARICEIA NAVARRO, no afectó el derecho de defensa de

las partes, no hay perjuicio, por tanto, no hay Iugar de invalidar lo actuado.

Ante tales circunstancias, esta Juzgadora, considera no probado el

argumento expuesto por la defensa y al tenor de lo que exige la norma se

procederá a NEGAR el Incidente de Nulidad interpuesto.

INCIDENTE DE NULIDAD POR DOBLE JUZGAMIENTO

El Licdo. Adolfo Pitti en representación de GLENIS GARCÍA; la Licda.

Aida Jurado, defensora particular de CESAR CORDERO y la Licenciada Silüa

Asprilla, defensora de oficio de GRICEL NAVARRO, presentaron en acto de

audiencia plenaria, Incidente de Nulidad por doble juzgamiento, alegando que

existen varios procesos por la misma causa.

Al respecto, es preciso indicar lo expuesto en el fallo de la Sala Segunda

de lo Penal de fecha 19 de octubre de zoo6, en cuanto al doble juzgamiento:

" Recordemos que de acuerdo al criterio de esta
Superioridad, son cuatro los presupuestos para que
opere eI principio de doble juzgamiento: la existencia de
un proceso anterior; tdentidad de causa; identtdad de
sujetos; y, la existencia de una condena, una sentencia
absolutoria o un sobreseimiento definitíuo a fauor de los
mrsmos sujetos; siendo necesario para que se produzca
el fenómeno de doble juzgamiento..."

La jurisprudencia ha establecido que existen cuatro (4) requisitos para

que opere el principio de doble juzgamiento en Ia justicia penal, los cuales

deben ser congruentes unos con los otros. El primero consiste en la existencia
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de un proceso anterior. EI segundo requisito consiste en que haya identidad de

sujetos procesales. El tercer requisito se reñere a que se trata de los mismos 3*l4t

hechos y el cuarto requisito requiere que el proceso anterior haya concluid o 9.$?
If-

mediante sentencia absolutoria o condenatoria o mediante un sobreseimiento

definitivo, en firme y ejecutoriados en favor de los mismos sujetos procesales.

De allí que se debe tener claro que para que exista la figura del doble

juzgamiento, es necesario que exista un proceso anterior y que éste haya

culminado con una decisión deñnitiva, Io que no ocurre en esta oportunidad;

en ürtud que no se constituye el requisito de identidad de causa, habida cuenta

que el presente proceso inició con ocasión del Informe de Auditoría Especial

No. 8g-oo7-zotolDINAG-DESAFPF de fecha 10 de marzo de zoto,

confeccionado por la Contraloría General de la República "REI,ACIONADO

CON EL CUMPLIMIENTO DE LOS CONTRATOS CELEBRADOS CON EL

MINISTERIO DE EDUCACIÓN PARA IA, KEHABILITACIÓN DE IA,S

ESCUEIA,S CON FIBRA DE WDRIO UBICADAS EN IA PROWNCIA DE

HERilERA", durante el período del t de enero de zoo4 aI 3o de abril de zoo8.

Además, se observa que Io incidentado ya fue objeto de

pronunciamiento, mediante resolución No. zzr de fecha 4 de septiembre de

zor7, proferida por el extinto Juzgado Segundo de Circuito Penal del Primer

Circuito Judicial, el cual fue negado toda vez que los hechos que nos ocupan se

concretan en la proüncia de Herrera, mientras que el otro proceso, se dio en la

proüncia de Veraguas. (fs.z9r8-z9zr)

Lo cierto es que sus planteamientos se encaminan a interpelar el

desarrollo del proceso; infiriéndose del mismo que a su parecer se incurrió en

pretermisiones procesales, sin preservar principios rectores como el derecho a

defensa, igualdad de las partes, entre otros; sin embargo estos aspectos no se

tienen por esceniñcados en la presente causa, por lo tanto lo incidentado será
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negado.

INCIDENTE DE PRESCRIPCIÓN DE I-AACCIÓ¡I pnNaT,

EI Licdo. Carlos Carrillo en representación de BELGIS CASTRO JAÉN,

El Licdo. Adolfo Pitti en favor de GLENIS GARCÍA; la Licda. Aida Jurado,

defensora particular de CESAR CORDERO, Ia Licenciada Silvia Asprilla,

defensora de oficio de GRICEL NAVARRO y la Licda. Rosario Granda en

representación de MARIO REYES, incidentaron la Prescripción de Ia Acción

Penal por el vencimiento de término.

Alegaron que estamos ante el delito de peculado culposo, cuya pena

máxima es de tres (g) años y en virtud que el artículo 1968-8 del Código

Judicial, por ser Ia norma mas favorable, dispone que la acción penal prescribe

en un plazo igual al máximo de la pena preüsto en la ley para los delitos de

peculado; consideran que la presente causa penal se encuentra prescrita.

Ahora bien, en relación a Ia norma procesal aplicable a los procesos

penales que cuyos hechos concurrieron durante la ügencia del Código Penal de

1982, este tribunal es del criterio que, en el caso que una misma materia sea

regulada por dos leyes o disposiciones legales, Ia ley o Ia disposición especial es

Ia aplicable o prima sobre la Iey general y, puesto que la prescripción de Ia

acción penal se encontraba regulada por el Código Penal de 1982, y al

momento de iniciar la investigación dicho Código había sido derogado, las

disposiciones sobre prescripción de la acción penal fueron introducidas al

Código Judicial; es por lo que se infiere que el presente proceso debe dirimirse

bajo la ley procesal especial con la que inició la investigación penal, ello en

concordancia con lo que dispone el artículo 554 del Código Procesal Penal que

establece que "los procesos penales iniciados con anterioridad continuarán su

trámite con arreglo a los preceptos legales ügentes al momento de su
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